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En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación 
en el Boletín Oficial de las Cortes Generales de las 
enmiendas presentadas en relación con el Proyecto de 
Ley de servicios de pago, así como del índice de 
enmiendas al articulado.

Palacio del Congreso de los Diputados, 17 de junio 
de 2009.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario de Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, a ins-
tancia de su Portavoz Joan Ridao i Martín, al amparo de 
lo establecido en el artículo 110 del vigente Reglamen-
to de la Cámara, presenta las siguientes enmiendas al 
Proyecto de Ley de Servicios de Pago.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de junio 
de 2009.—Joan Ridao i Martín, Portavoz del Grupo 
Parlamentario de Esquerra Republicana-Izquierda Uni-
da-Iniciativa per Catalunya Verds.

ENMIENDA NÚM. 1

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario de 
Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya Verds

Al artículo 2, apartado 11

De modificación.

Se modifica el apartado 11 del artículo 2, al que se 
le da la siguiente redacción:

«11) Consumidor: persona física o jurídica que, 
en los contratos de servicios de pago que son objeto de 
esta ley, actúa con finalidades ajenas a su actividad eco-
nómica, comercial, profesional o empresarial.»

JUSTIFICACIÓN

Se constata que la definición de consumidor previs-
ta en el artículo 2, apartado 11, es el de una persona 
física que, en los contratos de servicios de pago que son 
objeto de la presente ley, actúa con finalidades ajenas a 
su actividad económica, comercial y profesional. En 
este sentido, esta definición no se adecua al concepto 
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de consumidor que recoge el Texto Refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usua-
rios y otras leyes complementarias, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

Esta observación, además, se fundamenta en el 
hecho que el artículo 51.1 del Proyecto de Ley manifes-
ta que «En aquellos casos en que los usuarios de servi-
cios de pago ostenten la condición de consumidor con-
forme al Texto Refundido de la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado mediante Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, las partes 
podrán acudir, cuando así lo acuerden, al arbitraje de 
consumo previsto en el Real Decreto 231/2008, de 15 
de febrero, por el que se regula el sistema arbitral de 
consumo. En consecuencia, este precepto remite a la 
definición de consumidor que recoge el Texto Refundi-
do de la Ley General, para la Defensa de los Consumi-
dores y Usuarios y a otras leyes complementarias, lo 
que, como se ha manifestado, no corresponde con la 
recogida en el proyecto de ley, ya que la definición del 
Texto Refundido incluye las personas físicas y jurídicas 
que actúan en un ámbito ajeno a una actividad empre-
sarial o profesional.

ENMIENDA NÚM. 2

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario de 
Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya Verds

Al artículo 6, apartado nuevo

De adición.

Se añade un nuevo apartado al artículo 6, con la 
siguiente redacción:

«El incumplimiento de los preceptos contenidos en 
los títulos III y IV cuando afecten a consumidores y 
usuarios, será considerado infracción en materia de 
consumo, de acuerdo con lo previsto en el Título IV del 
Libro I del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias.»

JUSTIFICACIÓN

Se percibe en el Proyecto de ley, la falta de un ar-
tículo genérico referido a que las competencias que 

ejerce el Banco de España en relación con las materias 
objeto del proyecto de ley, y, en especial, las previstas 
en los títulos III y IV, siempre teniendo presente que en 
caso de que hubiera consumidores y usuarios afecta-
dos, debería entenderse estas competencias sin perjui-
cio de aquellas otras que correspondan a los organis-
mos competentes en materia de consumo.

En relación a los aspectos de consumo pues, sería 
necesario que en la ley quede claro que las competen-
cias que ejerce el Banco de España, o cualquier otra 
autoridad de supervisión y control del sistema financie-
ro, se entiende sin perjuicio de las competencias que 
corresponden a los órganos administrativos competen-
tes en materia de consumo.

ENMIENDA NÚM. 3

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario de 
Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya Verds

Al artículo 6, apartado nuevo

De adición.

Se añade un nuevo apartado al artículo 6, con la 
siguiente redacción:

«El régimen sancionador contenido en este artículo 
se entiende sin perjuicio de la aplicación del artícu-
lo 47.3 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, cuando el destinatario del servicio de pago 
sea una persona consumidora o usuaria.»

JUSTIFICACIÓN

Se percibe en el Proyecto de ley, la falta de un ar-
tículo genérico referido a que las competencias que 
ejerce el Banco de España en relación con las materias 
objeto del proyecto de ley, y, en especial, las previstas 
en los títulos III y IV, siempre teniendo presente que en 
caso de que hubiera consumidores y usuarios afecta-
dos, debería entenderse estas competencias sin perjui-
cio de aquellas otras que correspondan a los organis-
mos competentes en materia de consumo.

En relación a los aspectos de consumo pues, sería 
necesario que en la ley quede claro que las competen-
cias que ejerce el Banco de España, o cualquier otra 
autoridad de supervisión y control del sistema financie-
ro, se entiende sin perjuicio de las competencias que 
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corresponden a los órganos administrativos competen-
tes en materia de consumo.

A la Mesa de la Comisión de Economía y Hacienda

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 110 y siguientes 
del Reglamento de la Cámara, presenta las siguientes 
enmiendas al articulado del Proyecto de Ley de servi-
cios de pago.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de junio 
de 2009.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

ENMIENDA NÚM. 4

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 1.1

De modificación.

Se añaden dos nuevos párrafos al punto 1 del ar-
tículo 1 con el siguiente tenor literal:

«1. El objeto de esta ley es la regulación de los 
servicios de pago, relacionados en el apartado 2, que se 
presten en territorio español, incluyendo la forma de 
prestación de dichos servicios, el régimen jurídico de 
las entidades de pago, el régimen de transparencia e 
información aplicable a los servicios de pago, así como 
los derechos y obligaciones respectivas tanto de los 
usuarios de los servicios como de los proveedores de 
los mismos.

No obstante, con excepción de lo dispuesto en el ar-
tículo 44, los títulos III y IV se aplicarán solamente 
cuando tanto el proveedor de servicios de pago del 
ordenante como el beneficiario, o en su caso el único 
proveedor de servicios de pago, estén situados en la 
Comunidad Europea.

Asimismo, los títulos III y IV se aplicarán única-
mente a los servicios de pago efectuados en euros o en 
la moneda de un Estado miembro de la Comunidad 
Europea fuera de la zona euro.»

JUSTIFICACIÓN

La Directiva traspuesta limita el ámbito de aplica-
ción de los títulos III y IV a los servicios de pago que se 
presten íntegramente dentro de la CE, salvo en uno de 

sus artículos, ya sean en euros o en la moneda de uno 
de los Estados miembros de la misma.

El Proyecto de Ley no delimita de esta misma forma 
su ámbito de aplicación y lo amplía injustificadamente 
a todos los servicios de pago que se presten en territorio 
español y en cualquier moneda, lo que por una parte 
quiebra el objetivo de lograr un ámbito uniforme de 
regulación de los servicios de pago dentro del mercado 
interior europeo y, por otra, colocará a las entidades de 
crédito españolas en desiguales condiciones de compe-
tencia con el resto de entidades europeas respecto de la 
prestación de servicios de pago con terceros países.

Además, determinadas disposiciones de la Directiva 
y del Proyecto de Ley serán difíciles cuando no imposi-
bles de cumplir respecto de la parte del pago que queda 
fuera de la CE, al no concurrir en los terceros países la 
uniformidad de información que asegura la Directiva 
en el ámbito europeo.

Por ello el ámbito de aplicación de la Ley debe ajus-
tarse al del artículo 1 de la Directiva 2007/64/CE.

ENMIENDA NÚM. 5

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 1.3

De modificación.

Se suprime la parte final del punto 3 del artículo 1, 
que quedará redactado como sigue:

«3. Los Títulos III y IV se aplicarán, en los térmi-
nos allí previstos, a los contratos que regulen los servi-
cios de pago prestados por los proveedores de tales ser-
vicios residentes en España, incluidas las sucursales en 
España de proveedores extranjeros. Asimismo, se apli-
carán los mencionados títulos a las operaciones de pago 
que se efectúen en territorio español. (...)» (Resto del 
párrafo se suprime.)

JUSTIFICACIÓN

El apartado 3 del artículo 1 contiene una disposición 
que supondría la existencia de desiguales condiciones 
operativas y de competencia para los prestadores de 
servicios de pago dentro del propio territorio nacional, 
así como de dos regímenes diferentes para los usuarios 
de servicios de pago, ya que en él se establece que, 
salvo en las operaciones con consumidores en las que 
se aplicará la legislación española si es más favorable, 
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en los servicios de pago prestados al amparo de contra-
tos marco celebrados por entidades que tengan su 
domicilio en otro Estado de la UE se aplicará la legis-
lación del Estado de origen de la entidad que preste el 
servicio.

Como resultado de ello, a un usuario de servicios de 
pago español se le aplicaría una normativa diferente en 
función de que el prestador sea una entidad española o 
una entidad de otro Estado de la UE, lo que no resulta 
aceptable.

Además resulta cuestionable, en la medida en que 
crea inseguridad jurídica junto con dificultades de apli-
cación, el principio de que las operaciones con consu-
midores se aplique la legislación española cuando ello 
es así; y en todo caso este principio podría extenderse 
también a las PYME.

En consecuencia, los títulos III y IV de la Ley deben 
aplicarse a cualquier prestador de servicios de pago que 
opere en España, por lo que debe suprimirse la excep-
ción que recoge el apartado 3 del artículo 1 respecto de 
los contratos marco celebrados por entidades con domi-
cilio en otros Estados miembros de la UE.

ENMIENDA NÚM. 6

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

A la disposición transitoria tercera

De modificación.

Se modifica el punto 2 de la Disposición transitoria 
tercera, que quedará redactado como sigue:

«2. Con independencia de lo dispuesto en el apar-
tado anterior, los contratos a los que se refiere dicho 
apartado deberán adaptarse a lo previsto en la presente 
ley en el plazo de 12 meses contados desde su fecha de 
entrada en vigor. Dicho plazo será de 18 meses para los 
contratos de tarjeta de crédito o débito.» (Resto igual.)

JUSTIFICACIÓN

En el proyecto de ley se ha optado por dejar para el 
desarrollo reglamentario la concesión de los requisitos 
de información y demás condiciones aplicables a las 
operaciones de pago reguladas por un contrato marco, 
lo que supone que los contratos que las entidades ten-
gan suscritos con la clientela a los que refiere esta dis-
posición transitoria tercera no podrán adaptarse hasta 
que se produzca dicho desarrollo reglamentario.

Desde esta perspectiva el plazo de 6 meses o un año 
para los contratos de tarjetas de crédito o débito conta-
dos a partir de la entrada en vigor de la Ley es clara-
mente insuficiente para poder dar cumplimiento al 
mandato legal, teniendo en cuenta que parte de ese 
tiempo se corresponde con el que se empleará necesa-
riamente en la aprobación y aplicación de las disposi-
ciones de desarrollo.

Además, con esta ampliación a doce meses se está 
de acuerdo con el Informe del Consejo de Estado donde 
se establecía la necesidad de fijar un plazo, aunque 
fuese más amplio, que no estuviese sujeto a la entrada 
en vigor de futuras normas.

ENMIENDA NÚM. 7

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

A la disposición transitoria tercera

De modificación.

Se modifica el segundo párrafo del punto 2 de la 
Disposición transitoria tercera que quedará redactado 
como sigue:

«Cuando el cliente muestre su disconformidad con 
las nuevas condiciones establecidas, podrá resolver, sin 
coste alguno a su cargo, los contratos hasta entonces 
vigentes.»

JUSTIFICACIÓN

Mejora técnica.

A la Mesa de la Comisión de Economía y Hacienda

Don Josep Antoni Duran i Lleida, en su calidad de 
Portavoz del Grupo Parlamentario Catalán (Convergèn-
cia i Unió) y de acuerdo con lo establecido en el ar-
tículo 110 y siguientes del Reglamento de la Cámara, 
presenta las siguientes enmiendas al Proyecto de Ley 
de servicios de pago.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de junio 
de 2009.—Josep Antoni Duran i Lleida, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió).
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ENMIENDA NÚM. 8

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán 
(Convergència i Unió)

A los efectos de modificar el apartado 1 del artícu-
lo 1 del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo 1. Apartado 1. Objeto y ámbito de apli-
cación.

«1. El objeto de esta ley es la regulación de los 
servicios de pago, relacionados en el apartado 2, que se 
presten en territorio español, incluyendo la forma de 
prestación de dichos servicios, el régimen jurídico de 
las entidades de pago, el régimen de transparencia e 
información aplicable a los servicios de pago, así como 
los derechos y obligaciones respectivas tanto de los 
usuarios de los servicios como de los proveedores de 
los mismos.

No obstante, con excepción de lo dispuesto en el ar-
tículo 44, los títulos III y IV se aplicarán solamente 
cuando tanto el  proveedor de servicios de pagos del 
ordenante como del beneficiario o, en su caso, el único 
proveedor de servicios de pago, estén situados en la 
Comunidad Europea.

Asimismo los títulos III y IV se aplicarán únicamen-
te a los servicios de pago efectuados en euros o en la 
moneda de un Estado miembro de la Comunidad fuera 
de la Zona del euro.»

JUSTIFICACIÓN

La Directiva 2007/64/CE limita el ámbito de aplica-
ción de sus títulos III y IV (que coinciden con los del 
proyecto de ley), con excepción de uno de sus artículos, 
a los servicios de pago que se presten íntegramente 
dentro de la Comunidad, y en euros o en la moneda de 
uno de los Estados miembros de la misma.

El proyecto de Ley no delimita de esta misma forma 
su ámbito de aplicación y lo amplía injustificadamente 
a todos los servicios de pago que se presten en territorio 
español y en cualquier moneda, lo que por una parte 
quiebra el objetivo de lograr un ámbito uniforme de 
regulación de los servicios de pago dentro del mercado 
interior europeo y, por otra, colocará a las entidades de 
crédito españolas en desiguales condiciones de compe-
tencia con el resto de entidades europeas respecto de la 
prestación de servicios de pago con terceros países.

Además determinadas disposiciones de la Directiva 
y del proyecto de Ley serán difíciles cuando no imposi-
bles de cumplir respecto de la parte del pago que queda 
fuera de la Comunidad Europea, al no concurrir en los 
terceros países la uniformidad de información que ase-
gura la Directiva en el ámbito europeo.

Por ello, el ámbito de aplicación de la Ley debe 
ajustarse al del artículo 1 de la Directiva 2007/64/CE.

ENMIENDA NÚM. 9

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán 
(Convergència i Unió)

A los efectos de modificar el apartado 3 del artícu-
lo 1 del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo 1. Apartado 3. Objeto y ámbito de apli-
cación.

«3. Los títulos III y IV se aplicarán, en los térmi-
nos allí previstos, a los contratos que regulen los servi-
cios de pago prestados por los proveedores de tales ser-
vicios residentes en España, incluidas las sucursales en 
España de proveedores extranjeros. Asimismo se apli-
carán los mencionados títulos a las operaciones de pago 
que se efectúen en territorio español.»

JUSTIFICACIÓN

El apartado 3 del artículo 1 del proyecto contiene 
una disposición que supondría la existencia de desigua-
les condiciones operativas y de competencia para los 
prestadores de servicios de pago dentro del propio terri-
torio nacional, así como de dos regímenes diferentes 
para los usuarios de servicios de pago, ya que en él se 
establece que, salvo en las operaciones con consumido-
res en las que se aplicará la legislación española si es 
más favorable, en los servicios de pago prestados al 
amparo de contratos marco celebrados por entidades 
que tengan su domicilio en otro Estado de la Unión 
Europea se aplicará la legislación del Estado de origen 
de la entidad de pago que preste el servicio.

Como resultado de ello, a un usuario de servicios de 
pago español se le aplicaría una normativa diferente en 
función de que el prestador sea una entidad española o 
una entidad de otro Estado de la Unión Europea, por 
ejemplo respecto de los requisitos de información y 
demás condiciones que se establezcan para los contra-
tos marco, lo que no resulta aceptable.

Además resulta cuestionable, en la medida en que 
crea inseguridad jurídica y dificultades en su aplica-
ción, el principio de que en las operaciones con consu-
midores se aplique la legislación española cuando 
resulte más favorable, ya que el consumidor no estará 
en condiciones de conocer cuando ello es así; y en todo 
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caso este principio podría extenderse también a las 
pequeñas y medianas empresas.

En consecuencia, los Títulos III y IV de la Ley deben 
aplicarse a cualquier prestador de servicios de pago que 
opere en España, por lo que debe suprimirse la excepción 
que recoge el apartado 3 de este artículo 1 respecto de los 
contratos marco celebrados por entidades con domicilio 
en otros Estados Miembros de la Unión Europea.

ENMIENDA NÚM. 10

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán 
(Convergència i Unió)

A los efectos de modificar la letra i) del artículo 3 
del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo 3. Letra i). Excepciones a la aplicación 
de la Ley.

«i) las operaciones de pago relacionadas con la 
gestión de carteras, con inclusión de dividendos, rédi-
tos u otras distribuciones, o con amortizaciones o ven-
tas, realizadas por personas mencionadas en la letra h) 
o por empresas de servicios de inversión, entidades de 
crédito, instituciones de inversión colectiva y sus Ges-
toras, Planes y Fondos de Pensiones y sus Gestoras y 
cualquier otra entidad autorizada a custodiar instru-
mentos financieros;»

JUSTIFICACIÓN

Aunque en el concepto de «operaciones de pago 
relacionadas con la gestión de carteras» deben enten-
derse incluidas, no sólo las realizadas por Instituciones 
de Inversión Colectiva, sino también las de Planes y 
Fondos de Pensiones, resulta conveniente incluir expre-
samente a estos últimos, con el objetivo de evitar pro-
blemas interpretativos en la aplicación de la Ley.

Por otra parte, y desde un punto de vista de su aplica-
ción práctica, debería hacerse referencia a las Gestoras, 
ya que, al carecer los Fondos de Inversión y de Pensio-
nes de personalidad jurídica propia, es habitual que los 
pagos sean ordenados por sus Depositarios (que queda-
rían englobados en las categorías de entidades de crédi-
to o empresas de servicios de inversión, ya incluidas en 
este artículo) o por sus Gestoras, las cuales no encuen-
tran cabida en ninguna de las categorías expresamente 
enunciadas en la redacción actual del artículo 3, letra i).

ENMIENDA NÚM. 11

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán 
(Convergència i Unió)

A los efectos de modificar el apartado 3 de la Tran-
sitoria tercera del referido texto.

Redacción que se propone:

Disposición transitoria tercera. Apartado 3. Ré-
gimen transitorio para determinados contratos.

«2. Con independencia de lo dispuesto en el 
apartado anterior, los contratos a los que se refiere 
dicho apartado deberán adaptarse a lo previsto en la 
presente ley en el plazo de 12 meses contados desde 
su fecha de entrada en vigor. Para ello las entidades 
remitirán a sus clientes, a través del medio de comuni-
cación pactado, las modificaciones contractuales deri-
vadas de la aplicación de esta ley y su normativa de 
desarrollo, a fin de que puedan otorgar su consenti-
miento a los cambios introducidos. Este consentimien-
to se considerará tácitamente concedido si, transcurri-
dos tres meses desde la recepción de la comunicación, 
el cliente no hubiera manifestado su oposición a dichos 
cambios. Igual presunción cabrá si el cliente solicita-
ra, transcurrido un mes desde aquella recepción, un 
nuevo servicio amparado en dicho contrato; tales cir-
cunstancias, junto a la que se indica en el párrafo 
siguiente, figurarán, de manera preferente y destaca-
da, en la comunicación personalizada que la entidad 
haga llegar al cliente.»

JUSTIFICACIÓN

El proyecto de Ley ha optado por dejar para el desa-
rrollo reglamentario de la Ley la concreción de los 
requisitos de información y demás condiciones aplica-
bles a las operaciones de pago reguladas por un contra-
to marco, lo que supone que los contratos que las enti-
dades tengan suscritos con la clientela a los que se 
refiere esta disposición transitoria tercera no podrán 
adaptarse hasta que se produzca dicho desarrollo regla-
mentario.

Desde esta perspectiva el plazo de 6 meses, contados 
a partir de la entrada en vigor de la Ley, que se concede 
para ello parece insuficiente teniendo en cuenta que 
parte del mismo se consumirá necesariamente en la 
aprobación y aplicación de las normas reglamentarias.

Sin duda por ello, el anteproyecto de Ley estable-
cía un plazo de adaptación de 6 meses contados desde 
la fecha de entrada en vigor de sus disposiciones de 
desarrollo.

Sin embargo, el Consejo de Estado, en su dictamen 
sobre el anteproyecto de Ley, ha objetado este modo de 
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fijación del plazo de adaptación de los contratos por lo 
que, recordando que el plazo de 6 meses desde la entra-
da en vigor de la Ley parecía demasiado breve a diver-
sas entidades del sector bancario, ha indicado que 
«debería fijarse en la Ley un plazo —aunque fuese más 
dilatado— de forma clara y no sujeto a la entrada en 
vigor de futuras normas».

Por ello, a efectos de combinar la propuesta del 
Consejo de Estado, que ha recogido el proyecto, con 
su propia sugerencia de un plazo más dilatado para 
la adaptación de los contratos, que sin duda es nece-
sario para las entidades de crédito, procedería fijar 
dicho plazo en un año desde la entrada en vigor de la 
Ley.

ENMIENDA NÚM. 12

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán 
(Convergència i Unió)

A los efectos de modificar el apartado 3 del artícu-
lo 25 del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo 25. Apartado 3. Gastos aplicables.

«Será nula toda cláusula que impida al beneficiario 
de una orden de pago exigir al ordenante el pago de una 
cuota adicional u ofrecer una reducción por la utiliza-
ción de un instrumento de pago específico. En todo 
caso, las cuotas adicionales que pudieran imponerse 
por el uso de instrumentos de pago específicos no 
podrán superar los gastos diferenciales en que efectiva-
mente incurra el beneficiario por la aceptación de tales 
instrumentos.

Reglamentariamente podrán establecerse límites al 
derecho de cobro de gastos teniendo en cuenta la nece-
sidad de fomentar la competencia y promover el uso de 
instrumentos de pago eficientes.

Cuando, en la utilización de un determinado instru-
mento de pago se exija el pago de una cuota adicional u 
ofrezca una reducción por su uso, se informará de ello 
al usuario de servicios de pago antes de llevarse a cabo 
la operación.»

JUSTIFICACIÓN

Adecuar la redacción del precepto a lo previsto en la 
Directiva (artículos 50.1 y 52.3).

ENMIENDA NÚM. 13

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán 
(Convergència i Unió)

A los efectos de modificar la disposición final nove-
na del referido texto.

Redacción que se propone:

Disposición final novena. Entrada en vigor.

«La presente Ley entrará en vigor a los tres meses 
de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.»

JUSTIFICACIÓN

La implantación por las entidades de pago de las 
medidas necesarias para el cumplimiento de la Ley 
requerirá disponer de un plazo suficiente desde su 
entrada en vigor.

Disposiciones como las relativas al plazo de ejecu-
ción de las operaciones, adaptación de las fechas de 
valor, introducción de los nuevos plazos de devolución 
de operaciones, etc., requieren la adaptación de los pro-
cedimientos y sistemas informáticos de las entidades, 
cuya planificación y ejecución sólo podrá efectuarse 
tras la publicación de la Ley.

El proceso de tramitación del proyecto de Ley resul-
ta previsible que se prolongue como mínimo hasta des-
pués de las vacaciones parlamentarias estivales, por lo 
que su entrada en vigor el 1 de noviembre de 2009 
determinaría el que las entidades de pago no dispusie-
ran del tiempo necesario para poder cumplir con las 
obligaciones que se les imponen.

En consecuencia, para evitar esta situación, la fecha 
de entrada en vigor de la Ley debe fijarse en tres meses 
desde su publicación en el Boletín Oficial.
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